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Diario Oficial de la Federación. 
 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 
 
Se publica el día 06 de febrero, oficio 500-05-2023-
26214 mediante el cual se comunica listado global de 
presunción de contribuyentes que se ubicaron en el 
supuesto previsto en el artículo 69-B, párrafo primero del 
Código Fiscal de la Federación. 
 
Fuente: 
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5716
028&fecha=06/02/2024#gsc.tab=0 
 
 
INEGI. 
El pasado 09 de febrero, se publica el INPC aplicable a 
enero de 2024, el cual es de 133.555. 
 
Fuente: 
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5716
537&fecha=09/02/2024#gsc.tab=0 
 
Varios. 
 
El 05 de febrero de 2024 el Ejecutivo Federal presentó 
un paquete de 20 de reformas al Congreso, las cuales 
versan sobre: 

- Austeridad y remuneraciones. 
- Bienestar 
- Extinción de OCAs 
- Guardia Nacional 
- Industrias estratégicas 
- Jóvenes construyendo el futuro 
- Materia penal 
- Medio ambiente 
- Pensiones 
- Poder judicial 
- Protección a la salud por sustancias tóxicas 
- Protección animal 
- Reforma electoral 
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- Reforma indígena 
- Salarios 
- Salud 
- Servicio ferroviario de pasajeros 
- Simplificación orgánica 
- Vivienda 

 
Fuente: https://lopezobrador.org.mx/20-iniciativas-de-reforma-a-la-constitucion/ 
 

CRITERIOS PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN. 
 
Registro digital: 2028159 
Instancia: Segunda Sala 
Undécima Época 
Materias(s): Administrativa 
Tesis: 2a./J. 8/2024 (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
FIRMA ELECTRÓNICA AVANZADA EN MATERIA FISCAL. ES INNECESARIO QUE EL SELLO 
IMPRESO (INTEGRADO POR CARACTERES) DERIVADO DEL USO DE DICHA FIRMA 
CONTENGA LOS DATOS O ELEMENTOS PROPIOS DEL CERTIFICADO QUE LA RESPALDA, 
CONFORME A LOS ARTÍCULOS 17-I Y 38 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
(LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2019). 
 
Hechos: En una demanda de amparo directo se reclamó una sentencia del Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa en la que se reconoció la validez de una resolución de la autoridad fiscal 
suscrita mediante la firma electrónica avanzada. Se planteó la indebida interpretación, así como la 
inconstitucionalidad de los artículos 17-I y 38 del Código Fiscal de la Federación, sobre la base de 
que para tener plena certeza de la integridad y autoría de los documentos (digitales o impresos) que 
cuenten con el sello resultado del uso de la firma electrónica avanzada, es necesario que contengan 
el método de remisión al documento original con "clave pública del autor", lo cual implica que la firma 
electrónica establezca los periodos de vigencia del certificado correspondiente. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el 
sello impreso (integrado por caracteres) derivado del uso de la firma electrónica no requiere contar 
con los datos o elementos propios del certificado que lo respalda pues, en su caso, será mediante 
los sistemas de verificación que podrá generarse certeza de que el acto fiscal fue suscrito por un 
funcionario fiscal que contaba con una firma electrónica avanzada vigente al momento de expedición 
del acto. 
 
Justificación: En términos del artículo 38, fracción VI, del Código Fiscal de la Federación, el sello (es 
decir, los caracteres impresos) resultado del uso de la firma electrónica avanzada debe estar 
respaldado por un certificado vigente a la fecha de emisión de la resolución que se notifica al 
particular, sin que ello implique que tal certificado esté incrustado o contenido en la propia firma y 
menos que los datos propios de ese certificado (como su vigencia) formen parte de la firma 
respectiva. Tal precepto sólo dispone que el referido sello debe estar "amparado" por el certificado, 
mas no que éste o sus datos deban ser contenidos en el propio sello impreso por el uso de la firma 
electrónica avanzada. Además, porque dispone que la integridad (autenticidad) y autoría (vínculo 
entre el funcionario emisor y el documento respectivo) podrán ser comprobadas a través de los 
medios que el Servicio de Administración Tributaria establezca, aunado a que a la firma electrónica 
avanzada le es aplicable el Capítulo Segundo, denominado "De los Medios Electrónicos", del Título 
I, "Disposiciones generales", del código citado, mismo que incluye al artículo 17-I que establece la 
manera de verificar la integridad y la autoría del documento con firma electrónica es mediante los 
mecanismos que disponga la autoridad fiscal a través de reglas de carácter general. Además, 
también debe tomarse en cuenta que conforme a la regla 2.12.3. de la Resolución Miscelánea Fiscal 
para 2019, y en cumplimiento a los artículos 17-I y 38, fracción VI, del Código Fiscal de la Federación, 
el Servicio de Administración Tributaria creó dos opciones distintas para que los particulares puedan 
verificar la autenticidad y autoría de un acto fiscal suscrito con firma electrónica avanzada. 
 

https://lopezobrador.org.mx/20-iniciativas-de-reforma-a-la-constitucion/
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SEGUNDA SALA. 
 
Amparo directo en revisión 3716/2023. Dazcap, S.A. de C.V. 10 de enero de 2024. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Lenia Batres Guadarrama 
y Javier Laynez Potisek. Disidente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: 
Carlos Alberto Araiza Arreygue. 
 
Tesis de jurisprudencia 8/2024 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada de treinta y uno de enero de dos mil veinticuatro. 
Esta tesis se publicó el viernes 09 de febrero de 2024 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de febrero de 
2024, para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 
Registro digital: 2028182 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Undécima Época 
Materias(s): Común 
Tesis: XXV.2o.4 A (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
 
SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONCEDERLA 
CONTRA LOS ARTÍCULOS DE LA LEY DE HACIENDA DEL ESTADO DE DURANGO QUE 
REGULAN LOS IMPUESTOS ECOLÓGICOS, ÚNICAMENTE RESPECTO DE LA OBLIGACIÓN 
DE ENTERAR LAS CONTRIBUCIONES QUE PREVÉN, SIEMPRE QUE SE CONSTITUYA LA 
GARANTÍA DEL INTERÉS FISCAL. 
 
Hechos: Una persona jurídica colectiva promovió juicio de amparo indirecto contra el Decreto No. 
313, publicado en el Periódico Oficial del Estado de Durango el 27 de diciembre de 2022, mediante 
el cual se adicionó el capítulo X, denominado "Impuestos ecológicos", sección II, "De la emisión de 
gases a la atmósfera", de la Ley de Hacienda de dicha entidad (artículos 44 Quinquies a 44 Quinquies 
5) y solicitó la suspensión definitiva. El Juez de Distrito negó la medida cautelar al considerar que de 
concederse se contravendrían disposiciones de orden público y se afectaría el interés social. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina, conforme a los artículos 128, 135 y 
136 de la Ley de Amparo, que procede otorgar la suspensión definitiva en el juicio de amparo 
indirecto contra el sistema normativo referido, únicamente respecto de la obligación de enterar las 
contribuciones que prevé, pero sujeto a la garantía del interés fiscal, pues no tiene un fin inmediato 
y directo en el derecho al medio ambiente que contravenga el orden público ni afecta el interés social. 
 
Justificación: Lo anterior, porque el diseño del impuesto ecológico en la Ley de Hacienda señalada 
inserta al cuidado del medio ambiente como el núcleo de la mecánica del cálculo, de manera que la 
reforma no tiene un fin meramente recaudatorio. Sin embargo, el sistema normativo incluye dos 
clases de obligaciones, a saber: La primaria o sustantiva, que se traduce en el pago del impuesto 
(artículo 44 Quinquies 4) y la formal o secundaria (precepto 44 Quinquies 5) vinculada con los medios 
de control, vigilancia y seguimiento del cumplimiento de la normativa medioambiental. En tal sentido, 
para efectos de la suspensión definitiva, sin desatender esa finalidad ecológica, lo cierto es que las 
normas reclamadas son de orden público y de interés social en cuanto a su cumplimiento y 
efectividad, en relación con las obligaciones formales aludidas, de lo que deriva el impedimento para 
conceder la medida cautelar en términos del artículo 129 de la Ley de Amparo. En ese contexto, es 
aplicable la regla prevista en el artículo 135, primer párrafo, de la ley de la materia, pues la finalidad 
de la adición a la Ley de Hacienda del Estado de Durango no constituye en sí misma una causa para 
negar la medida cautelar, sino que su rango de efectividad permite al órgano de control constitucional 
establecer que procede sólo respecto a la obligación de enterar las contribuciones, pero su eficacia 
queda sujeta a que se constituya la garantía del interés fiscal. De esta forma, queda fuera de 
paralización el cumplimiento de la normativa medioambiental y las obligaciones administrativas 
establecidas por el legislador. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO QUINTO CIRCUITO. 
 
Incidente de suspensión (revisión) 161/2023. Minera Real del Oro, S.A. de C.V. 16 de junio de 2023. 
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Unanimidad de votos. Ponente: Héctor Martín Ruiz Palma. Secretaria: María Amelia Sánchez 
Méndez. 
 
Incidente de suspensión (revisión) 126/2023. Fuerza y Energía de Norte Durango, S.A. de C.V. 16 
de junio de 2023. Unanimidad de votos. Ponente: José Dekar De Jesús Arreola. Secretario: Omar 
Hussein Ceballos Covarrubias. 
 
Registro digital: 2028185 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Undécima Época 
Materias(s): Administrativa 
Tesis: II.2o.A.11 A (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Aislada 
 
TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA (TFJA). ES COMPETENTE POR 
AFINIDAD PARA CONOCER DEL JUICIO DE NULIDAD CONTRA LA RESOLUCIÓN DE LA 
FISCALÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA (FGR) QUE NIEGA LA REINSTALACIÓN DE UNA 
PERSONA COMO AGENTE DE LA POLICÍA JUDICIAL FEDERAL DE LA ENTONCES 
PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA (PGR). 
 
Hechos: Una persona promovió juicio contencioso administrativo contra la negativa de la Fiscalía 
General de la República (FGR) de reinstalarla en el cargo que desempeñaba en la entonces 
Procuraduría General de la República (PGR) como agente de la Policía Judicial Federal, así como 
el pago de haberes dejados de percibir, en razón de que prescribió la acción penal ejercida en su 
contra, por lo que se sobreseyó en la causa penal, con efectos de sentencia absolutoria. El Tribunal 
Federal de Justicia Administrativa (TFJA) consideró que es materialmente incompetente para 
conocer de actos emitidos por órganos constitucionales autónomos. 
 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que el Tribunal Federal de Justicia 
Administrativa es competente por afinidad para conocer del juicio de nulidad contra la resolución de 
la Fiscalía General de la República que niega la reinstalación de una persona como agente de la 
Policía Judicial Federal de la entonces Procuraduría General de la República. 
 
Justificación: La Fiscalía General de la República, por disposición del artículo 102, apartado A, primer 
párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es un órgano público autónomo 
dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, que forma parte del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública, conforme al diverso 10, fracción II, de la ley relativa. Asimismo, en términos del 
artículo 123, apartado B, fracción XIII, constitucional, la relación existente entre los elementos de los 
cuerpos de seguridad pública y el Estado no es de naturaleza laboral, sino administrativa. En ese 
contexto, la competencia para conocer de los asuntos derivados de la prestación de los servicios de 
los elementos policiacos de la entonces Procuraduría General de la República, corresponde por 
afinidad al Tribunal Federal de Justicia Administrativa, con independencia del origen de la 
controversia, ya sea con motivo de las prestaciones que les asisten en razón de ese vínculo o por 
cuestiones de responsabilidad administrativa, sin que la naturaleza jurídica de dicho órgano 
autónomo constituya un impedimento para ello, pues el hecho de que tenga autonomía e 
independencia de los poderes primarios no implica que no forme parte del Estado Mexicano; máxime 
que el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución General prevé el derecho de toda persona a 
que se le administre justicia. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 345/2023. Jesús García Coronel. 5 de octubre de 2023. Unanimidad de votos. 
Ponente: Lorena Ortiz Rivera, secretaria de tribunal autorizada por el Consejo de la Judicatura 
Federal para desempeñar las funciones de Magistrada. Secretaria: María Guadalupe González Rey. 
 
Nota: Esta tesis aborda el mismo tema que las sentencias que son objeto de la denuncia relativa a 
la contradicción de criterios 2/2024, pendiente de resolverse por el Pleno Regional en Materia 
Administrativa de la Región Centro-Norte, con residencia en la Ciudad de México. 
 
Registro digital: 2028162 
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Instancia: Plenos Regionales 
Undécima Época 
Materias(s): Administrativa 
Tesis: PR.A.CS. J/43 A (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. EL PRODUCTO DENOMINADO "ACOLCHADO", 
ENAJENADO EN FORMA INDIVIDUAL, NO CONSTITUYE UN EQUIPO INTEGRADO A UN 
INVERNADERO HIDROPÓNICO, AFECTO A LA TASA DEL 0 % PREVISTA EN EL ARTÍCULO 
2o.-A, FRACCIÓN I, INCISO G), DE LA LEY RELATIVA (LEGISLACIÓN VIGENTE EN 2019 Y 
2021). 
 
Hechos: Los órganos colegiados contendientes discreparon sobre si el producto denominado 
"acolchado", enajenado en forma individual, constituía un equipo integrado a un invernadero 
hidropónico, afecto a la tasa del 0 % del impuesto al valor agregado. Para uno de ellos, ese producto 
no tenía el carácter de equipo integrado al invernadero, y por ende, le resultaba aplicable la tasa 
general del 16 % del impuesto, al haber sido enajenado en forma separada del invernadero 
hidropónico, mientras que para otros dos órganos colegiados, la venta del acolchado sí estaba 
gravada con la tasa del 0 %, al haberse acreditado en los juicios de origen, que dicho elemento 
cumplía con la finalidad exigida en el inciso g) de la fracción I del ordinal 2o.-A de la Ley del Impuesto 
al Valor Agregado, sin que importara que su comercialización hubiera sido efectuada de manera 
individual, ya que ello no era un elemento exigido por la disposición normativa en cuestión.  
 
Criterio Jurídico: El Pleno Regional en Materia Administrativa de la Región Centro-Sur, con residencia 
en Cuernavaca, Morelos, determina que el producto denominado "acolchado", enajenado en forma 
individual, no constituye un equipo integrado a un invernadero hidropónico, afecto a la tasa del 0 % 
contenida en el ordinal 2o.-A, fracción I, inciso g), de la Ley del Impuesto al Valor Agregado vigente 
en 2019 y 2021. 
 
Justificación: De una interpretación lógica-gramatical, en relación con la intención del creador de la 
norma, se desprende que para efectos del artículo 2o.-A, fracción I, inciso g), de la Ley del Impuesto 
al Valor Agregado, la locución equipo integrado al invernadero hidropónico, implica la satisfacción de 
los siguientes elementos: a) se trate de un bien o elemento tangible que sea incorporado al 
invernadero hidropónico, formando una unidad en su conjunto; b) ser enajenado de manera conjunta 
con el invernadero hidropónico; y, c) cumplir con el fin de producir la temperatura y humedad de 
forma controlada, o bien, de proteger los cultivos de elementos naturales. En ese sentido, el producto 
denominado "acolchado", enajenado en forma separada, no puede ser identificado como un equipo 
integrado al invernadero hidropónico, pues si la tasa del 0% contenida en la porción normativa 
aludida, grava la enajenación de los invernaderos hidropónicos y equipos integrados a los mismos, 
y por éstos se entienden aquellos elementos, bienes o productos que han pasado a formar una 
unidad al ser incorporados al invernadero, entonces, debe apreciarse que el acto que se encuentra 
gravado con esa tasa preferencial se efectúa en un solo momento, esto es, cuando el enajenante 
transmite la propiedad del invernadero hidropónico y los equipos que están integrados al mismo. Por 
tanto, si el producto denominado "acolchado" se enajena de manera individual, no puede 
considerársele como un equipo integrado al invernadero hidropónico, afecto a la tasa del 0 % del 
impuesto prevista en el citado ordinal 2o.-A, fracción I, inciso g), de la legislación mencionada. 
 
PLENO REGIONAL EN MATERIA ADMINISTRATIVA DE LA REGIÓN CENTRO-SUR, CON 
RESIDENCIA EN CUERNAVACA, MORELOS. 
 
Contradicción de criterios 81/2023. Entre los sustentados por los Tribunales Colegiados Segundo, 
Tercero y Cuarto en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 6 de diciembre de 2023. Unanimidad 
de votos de las Magistradas Ana Luisa Mendoza Vázquez y Silvia Cerón Fernández  y del Magistrado 
Arturo Iturbe Rivas (presidente). Ponente: Magistrada Silvia Cerón Fernández. Secretaria: Karla 
Yaneli Martínez Díaz. 
 
Criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al 
resolver la revisión fiscal 32/2023; el sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia 
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Administrativa del Tercer Circuito, al resolver la revisión fiscal 71/2022, y el diverso sustentado por 
el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver la revisión 
fiscal 70/2022.  
 
Nota: Esta tesis forma parte del engrose relativo a la contradicción de criterios 81/2023, resuelta por 
el Pleno Regional en Materia Administrativa de la Región Centro-Sur, con residencia en Cuernavaca, 
Morelos.  
 
Registro digital: 2028172 
Instancia: Plenos Regionales 
Undécima Época 
Materias(s): Constitucional, Administrativa 
Tesis: PR.A.CS. J/45 A (11a.) 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  
Tipo: Jurisprudencia 
 
PREDIAL. LAS TABLAS DE VALORES UNITARIOS DE CONSTRUCCIÓN, BASE DEL 
IMPUESTO PREDIAL PARA EL MUNICIPIO DE ACAPULCO DE JUÁREZ, GUERRERO, PARA 
EL EJERCICIO FISCAL 2021, NO TRANSGREDEN EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD TRIBUTARIA, 
AL NO TOMAR EN CONSIDERACIÓN COMO FACTOR DE EVALUACIÓN EL ESTADO DE 
CONSERVACIÓN DE LOS TIPOS DE CONSTRUCCIÓN. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes llegaron a decisiones contrarias al 
analizar si el Decreto 640, por el que se aprueban las tablas de valores unitarios de uso de suelo y 
construcción que servirán de base al Ayuntamiento del Municipio de Acapulco de Juárez, Guerrero, 
para el cobro de las contribuciones sobre propiedad inmobiliaria durante el ejercicio fiscal dos mil 
veintiuno, vulnera o no el principio de legalidad tributaria. 
 
Criterio jurídico: El Pleno Regional en Materia Administrativa de la Región Centro-Sur, con residencia 
en Cuernavaca, Morelos, determina que las tablas de valores unitarios de construcción, contenidas 
en el Decreto 640, por el que se aprueban las tablas de valores unitarios de uso de suelo y 
construcción que servirán de base al Ayuntamiento del Municipio de Acapulco de Juárez, Guerrero, 
para el cobro de las contribuciones sobre propiedad inmobiliaria durante el ejercicio fiscal dos mil 
veintiuno, no transgreden el principio de legalidad tributaria, al no tomar en consideración como factor 
de evaluación el estado de conservación de los tipos de construcción. 
 
Justificación: El Decreto 640, por el que se aprueban las tablas de valores unitarios de uso de suelo 
y construcción que servirán de base al Ayuntamiento del Municipio de Acapulco de Juárez, Guerrero, 
para el cobro de las contribuciones sobre propiedad inmobiliaria durante el ejercicio fiscal dos mil 
veintiuno, dividió los terrenos urbanos de esa circunscripción territorial en doscientas veinticinco 
zonas catastrales y determinó los valores respectivos en unidades de medida y actualización; 
mientras que, en la tabla de valores unitarios de construcción, se instituyeron tres columnas que 
contienen clave, tipo y clasificación de las construcciones y valores unitarios; esta última, a su vez, 
se subdivide en nueve columnas, a saber: a) precaria, b) popular, c) económica, d) interés social, e) 
medio, f) semilujo, g) lujo, h) plus, e i) premier. En la tabla siguiente se estableció la descripción de 
las características de las categorías de construcción según el uso y la clase. Por su parte, la Ley 
número 638 de Ingresos para el referido Municipio, consigna de manera expresa el sujeto, objeto, 
base, tasa, tarifa o cuota, y época de pago del impuesto predial. De ahí que los elementos esenciales 
del tributo, así como los valores unitarios por metro cuadrado de terreno y construcción, están 
contenidos en la ley, la cual además, establece de manera expresa el criterio para clasificarlos, 
atendiendo las categorías previstas en la propia legislación, por lo que no queda margen de 
arbitrariedad para la autoridad exactora, ya que ésta no tiene otra opción que aplicar las 
disposiciones generales de observancia obligatoria dictadas con anterioridad al caso concreto de 
cada causante y, consecuentemente, el sujeto pasivo de la relación tributaria puede en todo 
momento conocer la forma cierta de contribuir para el gasto público. 
 
PLENO REGIONAL EN MATERIA ADMINISTRATIVA DE LA REGIÓN CENTRO-SUR, CON 
RESIDENCIA EN CUERNAVACA, MORELOS. 
 
Contradicción de criterios 64/2023. Entre los sustentados por el Segundo Tribunal Colegiado de 
Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, 
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en auxilio del Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Primer 
Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Primer 
Circuito. 6 de diciembre de 2023. Tres votos de las Magistradas Ana Luisa Mendoza Vázquez y Silvia 
Cerón Fernández, y del Magistrado Arturo Iturbe Rivas (presidente). Ponente: Magistrada Ana Luisa 
Mendoza Vázquez. Secretario: Salvador Isrrael Andrade Guerrero.  
 
Criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda 
Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, al resolver la revisión administrativa 
172/2023, en auxilio del Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo 
Primer Circuito (cuaderno auxiliar 264/2022), y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Primer Circuito, al resolver los amparos 
en revisión 250/2022 y 295/2022.  
 
Nota: Esta tesis forma parte del engrose relativo a la contradicción de criterios 64/2023, resuelta por 
el Pleno Regional en Materia Administrativa de la Región Centro- Sur, con residencia en Cuernavaca, 
Morelos. 

 

 

Compilación realizada por Mtra. Brenda Mariscal. 

 

Coordinador Mtro. Mario Camposllera García. 

 
Imagen: IS. Héctor Rayas. 


